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La Suprema Corte determinó que el Congreso 
de la Unión incurrió en una omisión legislativa 
absoluta al no expedir, dentro del plazo fijado 
por la Constitución Política Federal, la Ley 
General en materia de Personas Jóvenes. El 
Pleno reconoció que el incumplimiento de este 
mandato sí podía revisarse mediante un juicio 
de amparo y concluyó que las personas jóvenes 
tienen interés legítimo para reclamar la 
ausencia de esa legislación; en consecuencia, 
ordenó que la ley sea expedida en un plazo 
máximo de dos periodos ordinarios de sesiones 
del Congreso. 
Amparo en Revisión  529/2025

DERECHOS HUMANOS Y 
GRUPOS EN SITUACIÓN DE 
VULNERABILIDAD

*Los enlaces de cada asunto remiten a los proyectos de sentencia. Para una versión actualizada, se 
sugiere consultar los engroses cuando estén disponibles, pues pueden incorporar ajustes derivados 

de la discusión en el Pleno. En todo caso, el boletín refleja lo resuelto en cada asunto.

Durante julio de 2026, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 
celebró 8 sesiones en las que resolvió 128 asuntos. Este mes marcó la conclusión del Primer 
Periodo Ordinario de Sesiones de 2026 que, de conformidad con el artículo 3 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, concluyó el 15 de julio. En este periodo, el 
Máximo Tribunal definió criterios relevantes relacionados con el derecho a la salud, el debido 
proceso, la equidad frente al sistema tributario y la distribución de competencias entre los 
ámbitos federal y local. 

Este boletín ofrece un resumen de los 36 asuntos más relevantes del mes. Consulta los 
principales fallos y mantente al tanto sobre las decisiones que impactan la vida legal y social 
de México.

DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA Y DEBIDO PROCESO

Se precisó el alcance del derecho a la identidad 
de las personas adultas al corregir la 
interpretación de una disposición del Código 
Civil de Jalisco que limita temporalmente la 
acción de investigación de paternidad cuando 
el progenitor ha fallecido. La SCJN determinó 
que una interpretación rígida de ese plazo es 
contraria a ese derecho, por lo que fijó criterios 
sobre cómo deben tramitarse estas acciones 
cuando la persona progenitora ha fallecido y 
concedió el amparo a la persona para dejar sin 
efectos la sentencia impugnada, ordenar la 
reposición del procedimiento y vincular a las 
autoridades para interpretar esa disposición 
conforme a los parámetros constitucionales.
Amparo Directo 4/2024

El Alto Tribunal determinó que es posible 
revisar la proporcionalidad de la pena impuesta 
por el delito de extorsión agravada previsto en 
el Código Penal del Estado de México a la luz de 
la Ley General para Prevenir, Investigar y 
Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, 
al considerar que esta última establece nuevos 
rangos de penalidad y agravantes que pueden 
resultar más favorables para la persona 
sentenciada. En consecuencia, revocó la 
sentencia del tribunal colegiado y ordenó 
devolver el asunto para que se analice, caso 
por caso, la posible aplicación del tipo general 
de extorsión y, de ser procedente, se 
individualicen nuevamente las penas conforme 
a los parámetros de la Ley General. 
Amparo Directo en Revisión 1235/2026

Se determinó que el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa es competente para 
conocer de los juicios promovidos por 
integrantes del personal sustantivo de la 
Fiscalía General de la República (FGR) que 
impugnan la terminación de su relación 
administrativa, como la no renovación de 
nombramientos o el pago de prestaciones. Al 
retomar el criterio de competencia por afinidad 
de los tribunales contenciosos administrativos 
respecto del personal de las instituciones de 
seguridad y procuración de justicia, precisó 
que la autonomía constitucional de la FGR no 
excluye el control jurisdiccional ni el derecho de 
acceso a la justicia. Además, precisó que la 
reclamación de prestaciones como aguinaldo, 
vacaciones o prima vacacional, no modifica la 
naturaleza administrativa de la relación con el 
Estado.
Amparo Directo 53/2025
Amparo Directo 50/2025
Amparo Directo 51/2025

La SCJN precisó las reglas de competencia 
para resolver conflictos entre órganos 
jurisdiccionales al determinar que el Pleno 
Regional en Materias Penal y de Trabajo de la 
Región Centro-Sur es el órgano competente 
para conocer del conflicto suscitado entre 
tribunales colegiados en materia de trabajo y 
administrativa, originado por un juicio de 
amparo promovido por la cancelación de 
cuidados maternos a una persona menor de 
edad por parte del ISSSTE. En consecuencia, 
se confirmó la existencia del conflicto 
competencial y se ordenó remitir el asunto al 
Pleno Regional para que lo resuelva, 
garantizando la correcta canalización de los 
asuntos conforme a las reglas de 
competencia. 
Conflicto Competencial 4/2026 

Se validó la regla de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas que regula 
las notificaciones en la etapa resolutora de los 
procedimientos sancionadores. Determinó 
que, una vez que el tribunal acepta su 
competencia, debe notificar personalmente a 
las partes la recepción del expediente. 
Asimismo, precisó que la distribución de 
funciones entre las autoridades investigadora, 
sustanciadora y resolutora garantiza la 
legalidad del procedimiento y que la 
declaración de incompetencia no genera 
indefensión, ya que tiene como finalidad que el 
asunto continúe ante la autoridad competente.
Amparo en Revisión 98/2026

El Máximo Tribunal confirmó la validez de la 
disposición que prohíbe conceder la 
suspensión en el juicio de amparo contra 
medidas cautelares penales que no implican 
privación de la libertad. Esto porque la 
suspensión no es un derecho absoluto y la 
Constitución Política Federal permite 
establecer límites a su procedencia, lo que es 
acorde con el derecho a la tutela judicial 
efectiva, ya que las medidas cautelares 
pueden impugnarse por otras vías y su 
mantenimiento no implica necesariamente 
efectos indefinidos, pues existen mecanismos 
para exigir una resolución pronta del proceso 
penal.
Recurso de Revisión en Incidente de Suspensión 
6/2025

EQUIDAD FRENTE AL SISTEMA 
TRIBUTARIO

La SCJN fijó como criterio obligatorio que debe 
negarse la suspensión provisional en los juicios 
de amparo en los que se impugna la obligación 
de las personas agentes aduanales de 
presentar su declaración anual de evolución 
patrimonial. Se consideró que suspender dicha 
carga contravendría el interés social y el orden 
público, ya que esta información es 
fundamental para prevenir y detectar 
operaciones ilícitas y proteger las finanzas 
públicas, la economía y la seguridad nacional. 
Además, señaló que la eventual concesión del 
amparo permitiría anular la información 
recabada, por lo que la negativa de la 
suspensión no constituye una afectación 
desproporcionada a los derechos de las 
personas agentes aduanales.
Contradicción de Criterios 73/2026

Se confirmó que el recurso de revisión fiscal 
constituye un medio de impugnación de 
carácter excepcional, cuya procedencia se 
limita a los supuestos expresamente previstos 
en la ley y a los asuntos que revisten 
importancia y trascendencia jurídica. En el 
caso, determinó que la sentencia que declaró la 
nulidad de un crédito fiscal impuesto a una 
empresa se sustentó en razones de carácter 
formal, por lo que el recurso de revisión 
resultaba improcedente. 
Recurso de Revisión Fiscal 5/2025

La Suprema Corte validó la regla para calcular 
los pagos provisionales de las personas 
morales que dejan de tributar en el Régimen 
Simplificado de Confianza (RESICO) y pasan al 
régimen general, al concluir que la remisión 
temporal a los porcentajes previstos en el 
Código Fiscal de la Federación es compatible 
con los principios de equidad y 
proporcionalidad tributarias. Además, el Pleno 
explicó que quienes migran desde RESICO no 
se encuentran en la misma situación que las 
personas morales que ya tributaban en el 
régimen general, pues carecen de un ejercicio 
fiscal previo determinado conforme a ese 
régimen para calcular el coeficiente de utilidad, 
por lo que el trato diferenciado constituye una 
medida transitoria, objetiva y razonable 
derivada de la transición entre dos esquemas 
fiscales distintos.
Amparo en Revisión 487/2025

COMPETENCIA Y REGULACIÓN 
ECONÓMICA

La Suprema Corte confirmó la validez del marco 
normativo que regula el establecimiento de 
precios máximos en hidrocarburos al 
determinar que las disposiciones de la Ley 
Federal de Competencia Económica y de la Ley 
de Hidrocarburos y su Reglamento son 
compatibles con el derecho a la libre 
concurrencia y desarrollan facultades previstas 
en el artículo 28 constitucional. Asimismo, se 
rechazó que existiera una omisión legislativa en 
el procedimiento seguido por la entonces 
Comisión Federal de Competencia Económica 
(COFECE) para emitir un dictamen sobre la falta 
de condiciones de competencia en el mercado 
de distribución de gas LP a usuarios finales, ya 
que es facultad de las personas legisladoras 
diseñar, mediante leyes ordinarias, los 
procedimientos a través de los cuales la 
autoridad de competencia puede, entre otras 
cosas, sustentar la eventual fijación de precios 
máximos.
Amparo en Revisión 348/2025

FACULTADES Y COMPETENCIAS 
LOCALES

La Suprema Corte invalidó diversas 
disposiciones de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de Quintana Roo al considerar que se 
apartan del modelo de organización judicial 
previsto en la Constitución Política Federal. De 
forma específica, se invalidaron las 
disposiciones que ampliaban la estructura del 
Poder Judicial mediante legislación secundaria; 
otorgaban al Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia facultades que corresponden al 
Órgano de Administración Judicial; y regulaban 
un esquema de designación y ratificación de 
magistraturas incompatible con el parámetro 
constitucional. En otro sentido, se validaron las 
reglas sobre  la elección de la presidencia del 
Tribunal Superior de Justicia y a la coordinación 
con el Órgano de Administración Judicial para 
ajustar la estructura organizacional dentro de 
los límites fijados por la Constitución Política 
Federal.
Acción de Inconstitucionalidad 99/2025 y su 
acumulada 100/2025

Se confirmó que la fiscalización de los recursos 
federales transferidos a los municipios 
corresponde de manera exclusiva a la Auditoría 
Superior de la Federación y no a los órganos 
locales de fiscalización. En consecuencia, 
invalidó los actos mediante los cuales la 
auditoría estatal de Guerrero que pretendió 
revisar recursos del Fondo de Aportaciones 
para la Infraestructura Social Municipal y de las 
Demarcaciones Territoriales del Distrito 
Federal (FAISMUN) del municipio de Acapulco.
Controversia Constitucional 174/2025

Se determinó que el impuesto ambiental de 
Nuevo León sobre la extracción, explotación o 
aprovechamiento de materiales pétreos es 
inconstitucional, ya que grava actividades que 
inciden directamente en la explotación de 
recursos del subsuelo y en la minería, materia 
reservada de forma exclusiva al Congreso de la 
Unión. 
Amparo en Revisión 592/2025

La Suprema Corte reforzó el control 
constitucional sobre las leyes de ingresos y 
otras disposiciones hacendarias locales de 
vigencia anual al invalidar diversos cobros por: 
(1) autorizaciones y derechos para proyectos
solares fotovoltaicos de generación de energía 
eléctrica y sus obras auxiliares en Cuencamé,
Durango; (2) búsqueda y expedición de
certificados y copias certificadas no
relacionadas con el derecho de información, así 
como por infracciones administrativas que no
definen con claridad los conceptos de
“escándalos”, “insultos” ni “agresiones” en
municipios de Oaxaca; (3) licencias, permisos y 
construcción de antenas y mástiles de
telefonía, radiocomunicación y otros medios de 
comunicación en Zirándaro y Juchitán,
Guerrero, y Miguel Alemán, Tamaulipas; (4)
servicio en bibliotecas públicas municipales y
por infracciones redactadas de forma ambigua
y relacionadas con no guardar respeto, preferir 
vejaciones, provocar escándalos y organizar
actividades físicas en lugares públicos que
causen peligro en el municipio de Oaxaca de
Juárez, Oaxaca; (5) licencias de
funcionamiento de edificaciones productoras
de energía eléctrica e hidrocarburos en
Jiménez, Juárez y San Pedro, en el estado de
Coahuila de Zaragoza; y (6) la entrega de
información pública digitalizada en diversos
municipios de Michoacán, al considerar que
estos cobros invadían competencias
exclusivas de la Federación o vulneraban
derechos fundamentales y los principios de
legalidad, seguridad jurídica, proporcionalidad
y equidad tributaria.
Controversia Constitucional 249/2026
Acción de Inconstitucionalidad 35/2026
Controversia Constitucional 122/2026
Controversia Constitucional 124/2026
Controversia Constitucional 239/2026
Acción de Inconstitucionalidad 33/2026
Controversia Constitucional 85/2026
Controversia Constitucional 121/2026
Controversia Constitucional 137/2026
Acción de Inconstitucionalidad 8/2026

Se invalidaron porciones de diversos decretos 
del Congreso de Morelos que imponían al Poder 
Judicial del estado la obligación de cubrir 
pensiones por jubilación y viudez de sus 
personas trabajadoras con cargo directo a su 
presupuesto, al considerar que esas cargas 
financieras, fijadas de manera unilateral y sin 
definir previamente la fuente de recursos, 
desconocían su autonomía presupuestaria y 
ponían en riesgo su independencia. En ese 
sentido, se ordenó al Congreso del estado 
corregir la normativa y garantizar, mediante las 
transferencias correspondientes, los recursos 
necesarios para cumplir con dichas 
obligaciones.
Controversia Constitucional 12/2026
Controversia Constitucional 16/2026 

DERECHOS DE LAS MUJERES Y 
PERSONAS LGBTIQ+

El Máximo Tribunal ordenó revisar con 
perspectiva de género un juicio relacionado con 
el cobro de un pagaré entre cónyuges, en el que 
una mujer fue demandada por su entonces 
esposo derivado de un documento firmado el 
mismo día de su matrimonio, en un contexto de 
presunta violencia y presión psicológica. El Alto 
Tribunal confirmó la validez de las reglas civiles 
que establecen que entre cónyuges no corre la 
prescripción mientras subsista el matrimonio, 
pero consideró que, tratándose de una 
controversia entre personas que estuvieron 
casadas y con indicios de violencia, el órgano 
jurisdiccional debía aplicar la metodología para 
juzgar con perspectiva de género, analizar el 
contexto integral de la relación y, en su caso, 
recabar pruebas de oficio, por lo que concedió 
el amparo para que se dicte una nueva 
resolución bajo ese enfoque.
Amparo Directo en Revisión 5422/2024

DERECHO A LA SALUD Y 
SEGURIDAD SOCIAL

Se fijó un estándar reforzado de protección del 
derecho a la salud de personas con 
discapacidad atendidas en hospitales privados, 
al establecer que las y los juzgadores deben 
analizar estos casos desde el modelo social de 
la discapacidad, evitar decisiones basadas en 
estereotipos y compensar las asimetrías entre 
hospitales y personas usuarias, especialmente 
en el ámbito probatorio. Además, al resolver el 
caso, el Máximo Tribunal señaló que el 
diagnóstico de síndrome de Down no puede 
reducir el valor de la vida ni disminuir el nivel de 
exigencia hacia los prestadores privados de 
servicios médicos. Por ello, se ordenó emitir 
una nueva resolución que valore de manera 
adecuada la posible responsabilidad civil del 
hospital, conforme a los parámetros 
constitucionales y al derecho de acceso 
efectivo a la justicia en condiciones de 
igualdad.
Amparo Directo en Revisión 1956/2025

La Suprema Corte determinó la validez de la 
norma del Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones de las personas trabajadoras del 
IMSS que establece que la suma de las 
pensiones por jubilación y riesgo de trabajo no 
debe exceder el salario correspondiente a la 
categoría de “Médico Familiar 8.0 horas” 
prevista en ese régimen, ya que dicha medida 
busca conciliar el derecho a condiciones de 
vida dignas con la sostenibilidad financiera del 
sistema, por lo que es válido establecer topes 
razonables a las prestaciones pensionarias 
siempre que no comprometan la suficiencia 
económica de las personas beneficiarias, 
máxime que en este caso, el límite se fija con 
referencia al nivel salarial más alto del Instituto.
Amparo Directo en Revisión 8032/2025

DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES

Se fortaleció la protección de niñas, niños y 
adolescentes en contextos de violencia vicaria 
al establecer que las autoridades familiares 
deben garantizar su participación efectiva en 
los procedimientos sobre guarda, custodia y 
convivencias, respetando su derecho a ser 
escuchados conforme a su edad y madurez, y 
asegurando que puedan expresar su opinión sin 
presiones ni interferencias. Además, la SCJN 
sostuvo que la violencia vicaria no puede 
analizarse únicamente desde la afectación a las 
mujeres, pues también genera impactos 
propios en la infancia que deben identificarse y 
protegerse de forma autónoma. En ese 
sentido, fijó lineamientos para que los 
tribunales resuelvan estos casos privilegiando 
el interés superior de la niñez y declaró 
inconstitucional la sanción consistente en la 
pérdida automática de la patria potestad como 
consecuencia de la violencia vicaria, al 
considerar que resulta desproporcionada 
frente a ese interés superior.
Amparo Directo en Revisión 2798/2025

SEGURIDAD JURÍDICA

El Pleno determinó la validez del tipo 
administrativo de abuso de funciones previsto 
en la Ley de Responsabilidades Administrativas 
de la Ciudad de México, al concluir que la 
expresión “perjuicio al servicio público” es 
compatible con el principio de taxatividad 
cuando se interpreta a la luz de los principios 
que rigen el servicio público y de las 
obligaciones propias de cada cargo. La 
Suprema Corte precisó que la norma se dirige 
exclusivamente a personas servidoras 
públicas, quienes conocen del marco jurídico 
que regula su actuación, y que la existencia del 
perjuicio debe definirse caso por caso, con 
base en las pruebas y en las funciones 
encomendadas, por lo que el margen de 
valoración de la autoridad sancionadora resulta 
razonable y no genera incertidumbre indebida.
Amparo Directo en Revisión 2755/2024

Se determinó que el plazo de 30 días naturales 
para impugnar decisiones del Mecanismo de 
Protección a Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas es 
compatible con el derecho de acceso a la 
justicia, al considerar que constituye un límite 
razonable y suficiente para garantizar la 
seguridad jurídica y la eficacia en la operación 
del mecanismo; el Pleno concluyó que esta 
regla supera un test de proporcionalidad y no 
deja en situación de indefensión a las personas 
periodistas, ya que existen otras vías para 
solicitar la revisión o el ajuste de las medidas de 
protección.
Amparo en Revisión 394/2025

Se resolvió que los Lineamientos L/003/19 que 
regulan al personal que transitó de la extinta 
Procuraduría General de la República a la 
Fiscalía General de la República (FGR), 
permanecen vigentes como parte del régimen 
transitorio y continuarán aplicándose hasta que 
entre en vigor el Reglamento del Servicio 
Profesional de Carrera de la FGR previsto por la 
ley. Además, el Pleno confirmó que las reglas 
sobre la integración de órganos encargados 
para resolver los procedimientos de separación 
y el requisito de permanencia relativo a no 
ausentarse injustificadamente del servicio son 
compatibles con la normativa aplicable al 
personal policial.
Amparo en Revisión 107/2026

Se invalidaron disposiciones de la Ley de 
Desarrollo Constitucional del Congreso de 
Chiapas que exigían ser “chiapaneco por 
nacimiento” o “ciudadano chiapaneco”, así 
como no haber sido sentenciado por ciertos 
delitos dolosos, para ocupar la titularidad de la 
Secretaría de Servicios Parlamentarios y de la 
Contraloría Interna del Congreso, al 
considerarse que esos requisitos vulneraban 
los derechos de igualdad, no discriminación y 
acceso a cargos públicos; la Suprema Corte 
concluyó que tales restricciones no estaban 
justificadas para esos puestos técnicos y 
administrativos y ordenó su eliminación, 
reforzando la seguridad jurídica en los procesos 
de designación dentro del Congreso local.
Acción de Inconstitucionalidad 171/2024
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